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1. Introducción
La cuestión de la reforma

de las instituciones y meca-
nismos de regulación de las
relaciones de trabajo, de la
educación profesional y del
ejercicio de las profesiones de
salud ocupan un lugar estraté-
gico en el conjunto de las po-
líticas de recursos humanos
desde la perspectiva de la re-
forma del sector salud en la
reforma del Estado.

La naturaleza trabajo-in-
tensiva de los servicios de sa-
lud, su extrema dependencia
en relación al trabajo profe-
sional y las consiguientes di-
ficultades para la adopción de
alternativas tecnológicas des-
tinadas a economizar fuerza
de trabajo en el sector vincu-
lan, de manera inexorable, las
posibilidades de éxito de las
reformas sectoriales que pro-
curen aumentar la eficiencia y
resolutividad de los sistemas
de salud, con dos tipos inter-

Los dilemas de la reforma
de la regulación del
trabajo y de las

profesiones de salud
en la reforma del Estado

Sábado Nicolau Girardi1

Resumen
El artículo aborda el tema del cambio de las

instituciones del mercado de trabajo en salud bajo el
concepto general de transición de regímenes regula-
torios. Las diferencias entre los mundos y los
sistemas de la regulación laboral y de la regulación
profesional, frecuentemente omitidas en la
literatura, son realzadas. Se argumenta que en la
reglamentación profesional la materia en juego son
las pretensiones de “derecho de propiedad”

Palabras clave
Recursos Humanos y Reforma del Estado; Mercado de Trabajo;
Regulación Profesional; Reforma Laboral, Reforma Regulatoria. 

Keywords
Labor market, professional regulation, labor reform, regulatory reform,
human resources and State reform.

1. Médico. Residencia en Medicina Social y Salud Pública, Universidad de Minas Gerais,
Brasil. Residencia en Salud Internacional, OPS, Washington DC, Estados Unidos.
Investigador del Núcleo de Estudios en Salud Colectiva y Nutrición de la Universidad
Federal de Minas Gerais, Brasil.



cuadernos médico sociales 77: 45-58

46

corporativa sobre campos de práctica al paso que en
la reglamentación de las relaciones de trabajo la
pugna es típicamente distributiva, estando el
“derecho de propiedad” definido EX ANTE. La alta
visibilidad del tema de la reforma laboral en la
agenda gubernamental es contrastada con la

vinculados, y sin embargo diferentes,
de capacidades del Estado: la capaci-
dad de gestión de las relaciones de tra-
bajo y la capacidad de gestión de las re-
laciones profesionales de salud.2 Se
puede decir que, en los días de hoy, son
grandes las dificultades del sector salud
para superar los problemas de gober-
nancia en los ámbitos señalados. 

La gerencia de los servicios de salud
se encuentra relativamente inmoviliza-
da por la rigidez de los sistemas de re-
laciones de trabajo no negociables, cen-
tralizados y legalistas.3 En el nivel lo-
cal, los gerentes de servicios de salud
—especialmente los del sector públi-
co— son rehenes de sistemas de rela-
ciones laborales que limitan externa-
mente su autonomía para la negocia-
ción local de los términos contractua-
les, teniendo en vista, por ejemplo, la
flexibilización de las remuneraciones y
concertación de compromisos condi-
cionados por metas cuantitativas o cua-
litativas.

En el ámbito de la gestión sectorial
macro, los dirigentes gubernamentales
del sector salud tampoco participan en
la negociación de los compromisos co-
lectivos entre gerencia-trabajo-gobier-
no, sea porque nuestro sistema de rela-
ciones de trabajo no les confiere man-
dato expreso en este sentido, sea por la
inexistencia, en la práctica, de la misma
figura de la negociación colectiva. De
esta forma, la reforma de las institucio-
nes y de los mecanismos de regulación
del sistema de relaciones de trabajo
emerge como imperativo de la agenda
de recursos humanos en los procesos de
la reforma sectorial.

Pero esto no es todo. En verdad, una
mejora de la capacidad de gestión de
las relaciones de trabajo posibilitada
por una reforma de la regulación de los
sistemas de relaciones de trabajo, equi-
libraría solo una parte del problema. La
fuerte dependencia de las instituciones
y organizaciones de salud en relación al
trabajo profesional (Freidson, 1970,
1990; Havighurst, 1982; Dussault,
1992; Machado, 1996)4 y su peculiar
vulnerabilidad a las llamadas normas
profesionales (Wilson, 1989)5 condi-
ciona cualquier estrategia de conten-
ción de costos o mejora de la eficiencia
de la calidad y accesibilidad de los ser-
vicios a la capacidad de influir sobre
los sistemas de autorización y control

2. Desde la perspectiva neoinstitu-
cionalista la gestión de las relaciones
de trabajo y de las profesiones com-
prendería dos ámbitos: uno interno o
gerencial y otro —de la gestión pro-
piamente dicho— más dirigido hacia
el ambiente. El primer ámbito, que
también podría ser llamado microor-
ganizacional corresponde al espacio
en el que la gerencia adopta estrate-
gias de incentivos y sanciones para
obtener la cooperción del trabajo en
general y de los profesionales; el se-
gundo corresponde al espacio de
gestión externa, ambiental o macro-
institucional del sistema de las rela-
ciones de trabajo y del sistema de las
profesiones. En este, los gestores ha-
cen la negociación colectiva con los
sindicatos, las entidades profesiona-
les y el gobierno y sus agencias de
regulación del trabajo y de las profe-
siones (administración y justicia la-
borales; Consejos y Colegios Profe-
sionales con mandato público, etc.).
Desarrollo esta perspectiva a partir
principalmente de los trabajos de Ja-
mes Wilson (1989) y Oliver Wi-
lliamson (1996), entre otros. Wi-
lliamson, por ejemplo, distingue las
instituciones entre (i) las que definen
el ambiente institucional (las reglas
de juego en nivel macroanalítico) y
(i) las instituciones de gobernancia
(mercados, híbridos, jerarquías, bu-
reaus, etc.), en el nivel más microa-
nalítico. 

3. Siendo más grave en los servi-
cios públicos, la situación también
se presenta en el sector privado. Ver
Gacek (1994) para el caso de Brasil;
Bronstein (1995), Marshall (1994) y
Von Potobski (1995) exploran la
cuestión en relación a otros países de
América Latina.

4. Diferentes autores han subraya-
do este aspecto de la dependencia de
los servicios de salud en relación a
los valores del profesionalismo.
Desde una perspectiva que valora el
profesionalismo como aspecto posi-
tivo ver Freidson (1970; 1990).
Freidson ha insistido en la importan-
cia del profesionalismo como ci-
miento ético de las sociedades con-
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del ejercicio de las profesiones. En el
sistema actual es muy baja esa capaci-
dad de “gobernancia profesional” por
parte de la gestión pública del sector,
especialmente en aquello que se refiere
a las cuestiones de derecho y autoriza-
ción de la práctica. Los administrado-
res y gerentes de servicios de salud se
ven enredados en la cotidianeidad por
un sistema que delimita legalmente
monopolios sobre extensos e impreci-
sos campos de práctica y dificulta la
utilización plena de las competencias y
el desarrollo del trabajo interdisciplina-
rio. Muchos de ellos hacen expresa-
mente críticas en cuanto a la rigidez del
actual sistema de autorización y con-
trol del ejercicio profesional, deman-
dando, en nombre la eficiencia, arre-
glos reguladores más flexibles e, inclu-
sive, la desregulación de ciertas activi-
dades que no suponen riesgos o son
realizadas en condiciones de completa
heteronomía y control externo.

Además de esto, el hecho que los
profesionales solo responden parcial-
mente a los incentivos organizativos o
gerenciales internos, dada su fidelidad
preferencial al sistema de las profesio-
nes, plantea con fuerza la cuestión de la
deseabilidad de la mejora de los servi-
cios de salud en capacidad de gestión
de las profesiones. Conquistar la coo-
peración de los profesionales exige,
así, más allá de la reforma de la regula-
ción del trabajo, un esfuerzo en el sen-
tido de la construcción de capacidad
institucional de gestión sobre el siste-
ma de las profesionales del sector. El
sistema de regulación profesional vi-
gente en Brasil ofrece, conforme vere-
mos más adelante, bajos márgenes de
gobernancia profesional a los dirigen-
tes sectoriales de salud. La reforma de
la regulación del ejercicio y de la edu-
cación de las profesiones de salud
emerge, entonces, como un segundo
imperativo de la agenda de recursos
humanos en los procesos de la reforma
sectorial.

Una cuestión que está fuera
de la visibilidad de los
gestores de la
política sanitaria

Apareciendo como evidente la aso-
ciación entre las perspectivas de éxito
de la reforma del sector salud y la re-

temporáneas. Entre nosotros,
dentro de una línea semejante,
ver especialmente Machado
(1996). Dussault (1992), a partir
del concepto de organizaciones
profesionales de H. Mintzberg
desarrolla la noción para el sec-
tor salud. Para este autor las re-
glamentaciones profesionales (y
el profesionalismo) pueden ser
abordados como recurso positivo
o negativo, dependiendo de su
flexiblidad y sensibilidad ante la
razón pública. Desde una pers-
pectiva que subraya los malefi-
cios del profesionalismo ver
Friedman (1962) y Clark Havig-
hurst (1982).

5. Tomo de James Wilson la
noción de norma profesional
(1989: pág. 59 a 65). Para este
autor, la característica distintiva
del comportamiento profesional
dentro de una organización es la
fidelidad a las normas de la pro-
fesión, el “espíritu de cuerpo”.
En caso de conflicto de raciona-
lidades o intereses (por ej. entre
la profesión y la organización
empleadora, la profesión y el
cliente o la profesión y el interés
individual de lucro) se conduce
como “profesional” aquel que
prioriza la fidelidad al cuerpo
profesional.

relativa falta de visibilidad del tema de la reforma
profesional. Las demandas por cambios en los dos
sistemas son identificadas y los cursos de acción
articulados a las estructuras de oportunidad
definidas en el contexto de transición histórica
caracterizado por la globalización económica, por la
democratización del sistema político, por la
emergencia de las políticas de la diferencia y por la
reforma del Estado. 

Abstract
The article addresses the issue of institutional

change in the health labor market based on the
theoretical approach of regulatory regimes in
transition. The differences between the labor
relations systems and professional regulatory
systems —generally take for granted for the most
part of the literature on the subject— are
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forma de los regímenes de regulación
del trabajo y regulación profesional, era
de esperar que tales cuestiones ocupa-
ran un lugar destacado en los documen-
tos doctrinarios de las reformas admi-
nistrativas sectoriales y figurasen en las
agendas de las autoridades responsa-
bles por la puesta en marcha de estas
reformas. Como sabemos, no pasa ni
una cosa ni otra. Estando ausentes de
los textos de la(s) reforma(s), estas
cuestiones no figuran como prioridad
en las agendas de las autoridades gu-
bernamentales de salud ni como pro-
blema de acción directa ni, siquiera, co-
mo problema de coordinación con otras
esferas de gobierno.

Es importante intentar comprender
esta aparente paradoja. ¿Por qué siendo
tan importante para el éxito de las re-
formas de salud el tema de la reforma
reguladora de la fuerza de trabajo tiene
baja visibilidad para la gestión guber-
namental del sector?

Una hipótesis articularía visibilidad
y autonomía de acción. Cuanto menor
sea la autonomía de acción sobre la
cuestión menor sería su visibilidad. La
falta de autonomía decisoria del gestor
gubernamental de salud sobre las cues-
tiones de la regulación profesional
(tanto en lo que se refiere al ejercicio
como a la educación) y de la regula-
ción del trabajo —temas de jurisdic-
ción de otros Ministerios o Secretarías
de Gobierno— volverían opacas tales
cuestiones en el momento de la acción
—incluso aunque en el momento de la
reflexión tales cuestiones pudieran te-
ner gran visibilidad—.6 De hecho, los
Ministros y Secretarios de Salud no
tienen mandato para la definición de
las políticas para estas áreas, que cons-
tituyen jurisdicciones de otros sectores
de gobierno. La regulación profesio-
nal, por regla, es considerada como
asunto de las mismas profesiones, en
tanto que la regulación del trabajo y la
regulación educativa competen, res-
pectivamente, a la administración del
trabajo y a la administración de la edu-
cación. Siendo así, estaríamos vincu-
lando, hipotéticamente, el problema de
la visibilidad de las reformas del traba-
jo y de la regulación profesional para
las autoridades sanitarias al problema
de la autonomía decisoria. El caso de
la provincia de Ontario, en Canadá,
donde el Ministerio de Salud obtuvo

6. En el momento explicativo,
según la jerga de la planificación
estratégica. Además, en ese len-
guaje, la mayor o menor visibili-
dad estaría asociada a la cuestión
de la gobernabilidad.

emphasized. The author argues that the central
issues arising in the arena of professional and
occupational regulation are about “property rights”
in a corporatist fashion. Meanwhile, in the arena of
labor relations the “property rights” are defined EX
ANTE and the claims are typically distributive. The
high visibility of labor reform is compared with the
low visibility of professional regulation in the
governmental agenda. The claims for changes on
both systems are identified and the alternatives of
action articulated to the opportunity set opened by
the context of historical transition characterized by
the globalization of world economies, the
democratization of the political systems, the
emergence of the politics of difference and the State
reform process.
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mandato público para la regulación
profesional en el área de salud en el
actual proceso de reforma reguladora
del sector, representa un caso que me-
rece mayor escrutinio.

Vista según la óptica de las
élites reformistas del Estado

Sería alentador que en oportunidad
de la discusión de reformas más am-
plias, como es el caso de los debates
sobre la Reforma del Estado, aparecie-
ra la cuestión de las especificidades de
la regulación profesional/regulación
del trabajo. Pese a que la cuestión de la
regulación del trabajo, como todos sa-
ben, ocupa el centro de la agenda refor-
mista del gobierno —sea como acción
puntual de re-regulación, sea de mane-
ra más decisiva como omisión regula-
dora o desregulación— nadie se ocupa
de la reforma de la regulación profesio-
nal. De hecho, si nos guiamos por los
documentos oficiales del gobierno en
materia de reforma del Estado, queda-
remos con esa impresión. Parece que la
regulación profesional no tiene impor-
tancia suficiente para merecer un capí-
tulo especial en los documentos que
proponen estrategias reformistas. Y es-
to, parece, es un “defecto de origen”. Si
tomamos el conjunto de los documen-
tos oficiales sobre la reforma adminis-
trativa publicados durante toda la era
de Vargas —los regímenes de regula-
ción profesional y de las relaciones de
trabajo todavía hoy vigentes en Brasil,
tuvieron en ese momento su fundamen-
to y principales rasgos arquitectóni-
cos— poco o nada vamos a encontrar
que se refiera específicamente a la re-
gulación profesional. Y lo mismo pue-
de decirse si seguimos la trayectoria de
las doctrinas de reforma administrativa
durante el período desarrollista y cuan-
do pasamos desde allí a las reformas de
período autoritario reciente.7

Una razón para esta aparentemente
baja visibilidad del tema de la regula-
ción profesional para las élites refor-
mistas del Estado podría atribuirse al
hecho que los problemas más generales
de la regulación de las relaciones de
trabajo, aquellos económica y política-
mente más evidentes, tengan prioridad
y engloben el tema de la regulación de
las profesiones. Otro factor que, consi-
deramos, contribuye para explicar el

fenómeno es el hecho de que la main
stream de la economía del trabajo (y
también de la sociología del trabajo),
hasta hace muy poco tiempo, haya con-
siderado a las profesiones y el profesio-
nalismo solo como emergencias del
mundo del trabajo, distinciones referi-
das en mayor medida al grado de com-
plejidad que a la naturaleza o substan-
cia, no requiriendo por consiguiente la
regulación profesional un tratamiento
especial.8

Dos realidades institucionales
diferentes

La aparente “miopía” de las doctri-
nas de las reformas administrativas bra-
sileñas para diferenciar la regulación
profesional de la regulación del trabajo
en general no impidió que se asistiera a
lo largo de los últimos cincuenta años
del presente siglo a dos procesos com-
pletamente distintos de edificación ins-
titucional y construcción de capacidad
administrativa y de capacidad de Esta-
do en los sectores de las profesiones y
del trabajo.

Desde los años de la revolución del
treinta se promulgó en el país un exten-
so cuerpo legislativo en los campos de
la regulación del trabajo y la regulación
profesional. Además de eso se dio for-
ma en el período a las principales orga-
nizaciones que, juntamente con tal le-
gislación, constituyen el esqueleto ins-
titucional que todavía hoy regula las re-
laciones de trabajo y el ejercicio de las
profesiones en el país.9

Al final de ese proceso se erigen en
nuestro país dos aparatos instituciona-
les muy diferentes en términos prácti-
cos:10

I el aparato institucional del
sistema general de las relaciones del
trabajo, constituido por la legislación
constitucional y ordinaria del trabajo,
por las leyes y estatutos reguladores del
trabajo en el sector público, por las es-
tructuras del Estado en el Trabajo (es-
pecialmente la justicia y la administra-
ción del trabajo), por los sindicatos de
empleados y empleadores, por los con-
tratos individuales y colectivos de tra-
bajo, etc.

Se trata de un sistema legalista y es-
tatutario que releva a la “ley” o norma
escrita en detrimento de la negociación
y el acuerdo (volveré sobre este punto

7. Sobre la era de Vargas en
particular, ver Beatriz M. S.
Wahrlich (1983).

8. Esto es verdad tanto para el
marxismo como para las interpre-
taciones de las relaciones indus-
triales estructuralistas y sistémicas.

9. La matriz del sistema brasi-
leño de relaciones de trabajo co-
rresponde al decreto 19.770 de
1931 cuyas catacterísticas cen-
trales, además del “legalismo”,
son el sindicato único, el mono-
polio de representación, el en-
cuadramiento por “categoría”
profesional y económica y la
contribución sindical obligato-
ria. Con relación a la regulación
profesional, además de las leyes
de regulación del ejercicio de las
profesionales liberales, se crean
las organizaciones de auto-regu-
lación profesional. La Orden de
los Abogados de Brasil fue insti-
tuida en 1931 y el Consejo Pro-
fesional de Ingenieros y Arqui-
tectos en 1933, y en los años
cuarenta ya proliferaban pedidos
de extensión de las autarquías
corporativas a otras categorías
de profesionales “liberales”, por
ejemplo, los médicos.

10. En verdad, hay que decir
que que la distinción entre el
mundo y los sistemas de regula-
ción de las relaciones laborales y
el mundo y los sistemas de regu-
lación profesional tiene un estatu-
to que ultrapasa mucho las impli-
caciones prácticas o de la pragmá-
tica institucional. En otras ocasio-
nes he desarrollado el argumento
que hay implicaciones teóricas y
políticas relevantes en esa distin-
ción. Apenas para citar, se puede
decir que en la regulación profe-
sional lo que está en juego son
“derechos de propiedad” de cor-
poraciones sobre jurisdicciones de
trabajo más o menos exclusivas.
Las demandas de regulación pro-
fesional y las disputas interprofe-
sionales típicas, en este sentido,
versan inter alia sobre los dere-
chos de explorar y usufructuar de
un negocio cerrado en torno a los
pares corporativos. Por su vez, en
la regulación de las relaciones la-
borales la pugna es típicamente
distributiva: estando el derecho de
propriedad de los empleadores so-
bre el negocio definido ex ante tra-
tase de definir reglas de distribu-
ción de excedentes, de garantía de
empleo, participación en las deci-
siones y en el límite en la gestión
(ver Girardi, 1994; 1997). 
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más adelante). La Consolidación de las
Leyes del Trabajo, nuestro código labo-
ral, es la principal fuente de “reglas”
disciplinadoras de la relación del traba-
jo para la economía privada y parte sus-
tantiva del empleo público. Las nego-
ciaciones, acuerdos y contratos colecti-
vos de trabajo independientes se pre-
sentan de forma complementaria al es-
tatuto legal (Pastore, 1994). A pesar de
introducir alteraciones considerables,
la Constitución de 1988 mantuvo rela-
tivamente intacta la base de sustenta-
ción de ese modelo corporativista de
regulación de las relaciones de trabajo:
el sindicato único, la solución de con-
flictos vía justicia laboral, la contribu-
ción obligatoria, etc. 

II el aparato institucional de au-
torregulación profesional, constituido
por las leyes de ejercicio profesional,
los Consejos de Fiscalización del Ejer-
cicio Profesional, los Códigos Profe-
sionales de Etica y la formación univer-
sitaria.

Puede decirse, a riesgo de omitir al-
gún aspecto importante, que nuestro
modelo de regulación profesional se
basa en los siguientes elementos: a-
delegación de autoridad pública para la
fiscalización y control de la práctica
profesional a los Consejos Profesiona-
les, constituidos por consiguiente co-
mo agentes del interés público; b- asig-
nación de campos exclusivos o mono-
polios de práctica, a través de las leyes
de Ejercicio Profesional, a las profe-
siones reglamentadas; c- la formación
universitaria de los profesionales y el
control de los flujos de entrada de los
profesionales en los mercados de tra-
bajo, principalmente a partir de oportu-
nidades ofrecidas por el sistema educa-
cional fuertemente controlado por el
Estado, pero progresivamente penetra-
do por los intereses privados lucrativos
que explotan el sector educacional; d-
la regulación heterónoma de los sala-
rios, de los empleos y de las condicio-
nes de trabajo de los profesionales que
tienen vínculos de trabajo asalariado
por los empleadores y estructuras ge-
nerales del sistema de las relaciones de
trabajo —reglamentación por ley del
trabajo en la economía privada y públi-
ca, negociación a través de estructuras
sindicales autorizadas, intermediación
de la negociación y solución de con-
flictos a través de estructuras sindica-

les autorizadas, intermediación de la
negociación y solución de conflictos a
través de aparatos estatales de adminis-
tración y justicia del trabajo, etc.—; e-
número relativamente bajo de ocupa-
ciones auxiliares y técnicas reglamen-
tadas, en razón del elitismo del mode-
lo; f- centralización de la oferta de re-
glamentación profesional en el legisla-
tivo federal.

Las dos primeras piezas del modelo,
relacionadas con la cuestión de los de-
rechos de práctica podrían ser caracte-
rizadas como instituciones de autorre-
gulación profesional (o de regulación
por pares). Las dos últimas, relaciona-
das respectivamente a los procesos de
formación y acreditación profesional y
utilización de su fuerza de trabajo, se
caracterizarían por la mayor presencia
de elementos de hetero-regulación o de
regulación externa de las profesiones.
Las Leyes de Ejercicio que aseguran
derecho exclusivo o monopolios de
práctica son una forma de control ex
ante de competencias atribuidas, al
mismo tiempo que los Consejos Profe-
sionales, instituidos como agencia para
la fiscalización del ejercicio representa-
rían formas de control ex post de esas
competencias. Ambas formas institu-
cionales de autorregulación o de regu-
lación por pares fueron instituidas solo
a rationale de la protección del públi-
co. Los primeros, citados principal-
mente a partir de los años cincuenta,
fueron instituidos como servicios de
fiscalización de profesiones reglamen-
tadas, en la forma de autarquías corpo-
rativas. Las leyes de ejercicio confirien-
do campos exclusivos de práctica para
las profesiones “liberales” reglamenta-
das antecedieron, en la práctica, la
creación de los Consejos, generalizán-
dose incluso en los años treinta, la ins-
titución de la autorregulación se justifi-
ca por la combinación de factores como
alta complejidad técnico-científica, ele-
vados niveles de esoterismo, altos nive-
les de peligrosidad para el público y di-
ficultades de juicio de la actividad por
parte de la clientela (Freidson, 1994:
165). La autorregulación se revelaría
como la forma más efectiva de protec-
ción de un público informado en nive-
les subóptimos frente a la acción peli-
grosa de profesionales incompetentes,
proveedores inescrupulosos y practi-
cantes no autorizados.
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2. Demandas de
reformas institucionales
del sistema de las
relaciones de trabajo y
del régimen de las
profesiones

Actualmente, los arreglos constituti-
vos de ambos aparatos institucionales
se encuentran bajo alguna forma de es-
crutinio público. Analicemos con algún
detalle el tenor y el origen de las de-
mandas de cambio en cada una de las
arenas reguladoras.

2.1. Las demandas de
flexibilización del trabajo

El sistema de las relaciones de traba-
jo es criticado por ser excesivamente
rígido y legalista. Los arreglos institu-
cionales de defensa y protección social
del trabajo, o sea, la regulación corpo-
rativa del trabajo, se dice, impone a las
empresas una carga adicional de cos-
tos. Como resultado final, además de
aumentar las filas del mercado infor-
mal de trabajo y reducir los recursos
estatales que se destinarían a la provi-
sión de bienes públicos, tales arreglos
tenderían a obstaculizar la competitivi-
dad de nuestra economía ante la am-
pliación de las franquicias para la com-
petencia internacional derivadas de la
globalización.

La metáfora de la flexibilización del
trabajo penetra hoy todos los escena-
rios microinstitucionales y es parte
constitutiva del sistema de creencias de
la gerencia de nuestras organizaciones.
De la misma forma, la flexibilidad
constituye un elemento prácticamente
obligatorio de los discursos que defien-
den reformas macro-sectoriales.

En la práctica de los diferentes paí-
ses que la practican hay que distinguir,
sin embargo, entre diferentes tipos de
flexibilización. De manera bastante es-
quemática se puede decir que los paí-
ses que poseían sistemas instituciona-
les de relaciones de trabajo tradicional-
mente fuertes y centralizadas respon-
derán a los desafíos del aumento de la
competencia internacional de manera
más negociada. Es decir, optarán por
procesos de flexibilización del trabajo
con mayor participación de los trabaja-
dores y más respeto a los derechos la-

borales adquiridos. Por el contrario, en
los países de negociación descentrali-
zada el ajuste tendió a ser unilateral y
los sindicatos sus aliados políticos y
apoyos institucionales tendieron a asu-
mir una postura más defensiva. Pese a
esos matices entre países, la adopción
de estrategias eficientistas de re-regula-
ción y la desregulación de las relacio-
nes de trabajo ha llevado a algunos re-
sultados más o menos comunes a todos,
entre los cuales vale la pena destacar:

• el aumento del personal tem-
porario externo provisto por outsour-
cing (lo que aquí en Brasil llamamos
terciarización);

• el desempleo creciente, inclu-
so entre ejecutivos y profesionales de
mediana edad o llegando a la tercera;

• la disminución del núcleo de
empleos estables y bien pagos;

• el crecimiento de la sensación
de inutilidad del trabajo;

• el aumento de la precariedad y
de la exclusión social.

Eficiencia y participación en la
fórmula mixta de la
gobernancia organizacional

Debido a esos problemas diversos
autores (en especial Kochan et al.,
1995) han cuestionado la efectividad de
las opciones eficientistas de flexibiliza-
ción por el problema de la llamada go-
bernancia organizacional. Estos auto-
res aseguran que el búsqueda de efi-
ciencia “a cualquier costo” retira la po-
sibilidad del compromiso participativo
de los trabajadores, condición necesa-
ria de los esquemas de producción de
calidad. En ambientes de rápidos cam-
bios tecnológicos y constantes transfor-
maciones en las relaciones de empleo
(es decir, bajo regímenes más flexibles
de mercado de trabajo) es crucial para
las organizaciones tomar en cuenta los
intereses de los trabajadores. Piore, Ko-
chan y Locke (1995) aseguran que esta
es la única condición que puede susten-
tar la necesaria adopción de las estrate-
gias de cambio de rumbo en las empre-
sas para hacer frente a las exigencias de
calidad y competitividad derivadas de
la globalización. Así, en nombre de la
gobernancia se ha hablado de la bús-
queda de un trade off entre eficiencia y
participación en los procesos de flexi-
bilización de los sistemas de relaciones
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de trabajo en lugar de ponerse en prác-
tica, como en el pasado reciente, una
agenda de desregulación pura. Se cali-
fica, por lo tanto, una especie “civiliza-
da” de flexibilidad.

2.2. Las demandas de
reforma de la regulación de
las profesiones

El régimen institucional de regula-
ción profesional también se encuentra
bajo escrutinio. Las presiones de cam-
bio se originan desde diferentes puntos.

La opinión pública, más informada y
valorizada en el contexto de la democra-
tización, demanda la reforma regulato-
ria. A través de los medios y de parte de
la literatura especializada que pretende
representarla, reclama por la pequeña
apertura y el excesivo celo proteccionis-
ta con que los Consejos Profesionales
brindan a las mismas profesiones regu-
ladas, en detrimento de lo público, espe-
cialmente en los procesos que envuelven
conflictos éticos entre clientes y profe-
sionales y cuestiones de error profesio-
nal y mala práctica.11 En los años re-
cientes, diferentes grupos de personas
que se consideran víctimas de errores
médicos, por ejemplo, se organizaron en
diversas ciudades del país. Algunos de
esos grupos, como el AVERMES (“Víc-
timas de Errores Médicos”) creado en
Río de Janeiro en 1991, proporcionan
orientación jurídica a individuos que se
consideran víctimas de errores médi-
cos.12 En general, estos grupos formulan
demandas de mayor participación públi-
ca en la regulación profesional.

Un creciente número de ocupaciones
o profesiones “menores” en el área de
salud, se quejan del elitismo y de la re-
lativa impermeabilidad del sistema de
regulación profesional en relación a las
demandas de las ocupaciones de menor
prestigio social y poder económico.
Apelan generalmente a la igualdad de
oportunidades en los mercados de traba-
jo, a la justicia entre profesiones (para el
caso de fisioterapeutas y enfermeras).

Profesiones autorreguladas, estable-
cidas desde hace mucho tiempo y legiti-
madas por la sociedad —como la medi-
cina, la odontología y la farmacia— re-
claman por relativo anacronismo y de-
mandan cambio y adecuación de impor-
tantes aspectos de la legislación que re-
glamenta el ejercicio de las profesiones.

En general, en nombre de la defensa del
interés público, demandan la expansión
de su jurisdicción para fiscalizar, ade-
más del ejercicio de los profesionales
pares, la actuación de empresas y servi-
cios que buscan la producción de los
servicios profesionales. Estas profesio-
nes también reclaman mayor poder pa-
ra regular los flujos de entrada de profe-
sionales en los mercados de trabajo a
través de un mayor control sobre el sis-
tema de educación profesional.13

Los administradores y gerentes de
servicios de salud, conforme dijimos en
el inicio del artículo, se ven enredados
en un sistema de reglamentación del
ejercicio profesional que delimita y
asigna legalmente a profesiones especí-
ficas monopolios sobre campos de
práctica lo que dificulta la utilización
plena de las competencias y el desarro-
llo del trabajo de equipos. 

El mismo gobierno reconoce una
gestión gubernamental ineficaz sobre
las profesiones. La inexistencia de una
instancia de coordinación de la política
pública para las profesiones se ha pues-
to en evidencia en las negociaciones so-
bre la formación de mercados de servi-
cios profesionales unificados en el ám-
bito del MERCOSUR. Este problema
de coordinación es inherente a las for-
mas de regulación autárquicas, que se-
gún Luhman (1980) se caracterizan por
altos grados de ingobernabilidad en
función de su naturaleza y tendencias
anti-sistémicas. En ocasión reciente ar-
gumentamos que la solución de ese pro-
blema de coordinación de las formas
autárquicas exigía un doble movimiento
“(i) transitar de manera autárquica hacia
la forma autónoma; (ii) instituir una es-
pecie de Bureau o Agencia de Regula-
ción Profesional, en la forma de agencia
estatal autónoma, que se encargase de la
coordinación de las políticas de regula-
ción profesional.14 Se puede decir que
el primer paso ya fue dado. En octubre
de 1997 el gobierno federal, a través de
una medida provisoria, revocó la natu-
raleza autárquica de los Consejos Profe-
sionales, transformándolos en órganos
autónomos de derecho privado.

3. Múltiples demandas:
dilemas de regulación

Según se puede ver, las presiones so-
bre el actual régimen de regulación del

11. Es bastante extensa para
ser citada aquí la literatura inter-
nacional al respecto. Algunas
obras constituyen clásicos: Mil-
ton Friedman (1962) y George
Stigler (1975) en la literatura crí-
tica de enfoque económico;
Elliot Freidson (1970) en la lite-
ratura sociológica, pero tal vez
sea Ivan Illich (1976) el autor
que, a través de la noción de “ti-
ranía profesional”, haya coloca-
do con más radicalidad el pro-
blema desde el punto de vista del
interés público. En Brasil, Silver
(1992) hizo un levantamiento de
los procesos éticos y de mala
práctica y de las acciones disci-
plinarias contra médicos com-
prometidos en casos éticos entre
1985 y 1991. Conforme la auto-
ra, basándose en esos datos “no
puede decirse que los Consejos
estén actuando, de ninguna ma-
nera, para proteger al público ni
siquiera en los casos más extre-
mos de incompetencia médi-
ca”... “Los médicos brasileños
serían muy poco castigados por
sus abusos cuando se los compa-
ra con los médicos de otros paí-
ses. La tasa de acciones discipli-
narias severas tomadas tomadas
contra médicos en el período es-
tudiado fue de 2,8 acciones con-
tra cada 1.000 médicos practi-
cantes en los EE.UU. contra 0,04
acciones contra cada médico en
el caso de Brasil. Citando una
entrevista con una representante
del CFM (Conselho Federal de
Medicina), relata la autora que
los grupos de consumidores han
reclamado amargamente en rela-
ción a la morosidad y parciali-
dad (en favor de los médicos) en
el direccionamiento de los pro-
cesos que envuelven conflictos
entre médicos y pacientes (cf.
Lynn Dee Silver, 1992).

12. Ver “Brasil: A organiza-
ção, prestação e financiamento
da saúde no Brasil: uma agenda
para os anos 90”. Informe del
Banco Mundial, 1995: 133.

13. Me refiero en especial a
Brasil donde el Conselho Fede-
ral de Medicina, por ejemplo,
quiere ver ampliado su poder de
regulación más allá de la fiscali-
zación del ejercicio de los profe-
sionales: reclama por la prerro-
gativa de evaluar e imponer es-
tándares de calidad sobre servi-
cios y establecimientos de salud
así como fiscalizar los seguros y
planes de salud, las escuelas de
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trabajo y de autorregulación profesio-
nal parten de diferentes orígenes y ex-
presan expectativas y demandas muy
diversificadas en substancia. En algu-
nos casos lo que se demanda es regula-
ción, como sucede con las ocupaciones
no reglamentadas; en otros se demanda
re-regulación; como es el caso de de-
mandas de expansión de la jurisdicción
de la autorregulación profesional y de
las demandas de coordinación política
del sistema; y en otros casos incluso lo
que se quiere es desregulación, como
sucede en parte de las demandas de efi-
cientización gerencial.

Incluso aunque todas estas expecta-
tivas puedan tener en común, prima fa-
cie, una cierta apelación a la razón y al
interés públicos, un análisis más pro-
fundo identifica razones e intereses
particulares a cada uno de los diferen-
tes grupos de actores y niveles del sis-
tema que las formulan. Y la cuestión
básica que se plantea es que no se trata
de expectativas convergentes. Lo que
se observa, en muchos casos, son de-
mandas rivales e incompatibles en el lí-
mite. A título de ejemplo, la demanda
por expansión de la jurisdicción de la
autorregulación profesional presenta
incompatibilidad con las demandas de
desregulación y flexibilización geren-
cial. Por un lado, se reivindica mayores
poderes para que la misma profesión se
regule o regule su entorno; por el otro,
se reivindica mayor poder para que la
gerencia decida sobre la asignación de
tareas en el local de trabajo a expensas
de una mayor delimitación de los mo-
nopolios profesionales de práctica. Ese
también es el caso de las demandas de
incorporación del criterio de justicia
ocupacional o de la igualdad de oportu-
nidades entre profesiones que también
contrastan con las demandas gerencia-
les de desregulación y flexibilización.
Y así lo demás...

Esta situación de multiplicidad y ri-
validad de demandas tiende a plantear-
se como problema para las instancias
responsables por la oferta de regulacio-
nes sobre el campo profesional. El sis-
tema legislativo así como las agencias
estatales de regulación profesional y
las entidades con estatus de autoridad
pública atribuida para la regulación
profesional (como los Consejos Profe-
sionales) frecuentemente se ven traba-
dos ante demandas absolutamente legí-

timas y “justas” y sin embargo concu-
rrentes y, en el límite, incompatibles.
¿Qué criterios deben adoptarse para
evaluar y decir sobre el diferimiento o
no diferimiento de los conflictos reali-
zados en las arenas de la regulación
profesional? ¿Existen criterios objeti-
vos e imparciales, de aplicación univer-
sal e incondicional, que pasan a ser lla-
mados a apoyar la toma de decisión de
las políticas de regulación profesional?
¿Cómo proceder en el caso de conflic-
tos igualmente legítimos y justificables
y sin embargo incompatibles y exclu-
yentes?

4. La reforma regulatoria
de las profesionales y del
trabajo en el
contexto de las reformas
institucionales

Las trayectorias de las reformas de
los institutos de regulación del trabajo
y de las profesiones de salud se ubican
dentro de un contexto más general que
delimita la estructura de límites y posi-
bilidades para la articulación, negocia-
ción y regulación de las demandas de
cambios. Tres trayectorias o tendencias
dominantes observables en el actual
contexto de transición histórica (Claus
Offe, 1998) parecerían determinar las
opciones básicas para la articulación y
negociación de demandas así como pa-
ra el diseño de nuevas instituciones so-
ciales en el campo.

El contexto de transición
histórica

En el plano económico, el tema de la
interdependencia global o de la globali-
zación y la condición de intensificación
de las conexiones transnacionales, co-
mo la formación de bloques regionales,
constituiría el elemento de contexto de-
terminante de las nuevas demandas así
como de las ingenierías institucionales
y organizaciones de mayor viabilidad
en el campo de la regulación del traba-
jo y de las profesiones. Luis Orzack
(1992) explora las formas por las cua-
les el aumento de la influencia de las
autoridades internacionales y de los
vínculos entre las economías naciona-
les altera las estructuras nacionales de
regulación de la profesiones, imponien-
do su rediseño. Según este autor, más

medicina y enfermería (!), los
secretarios de salud y hasta el
Ministerio de Salud. Más toda-
vía, en una demanda típicamente
neocorporativa, insisten en el pa-
pel de co-participante en la for-
mulación y gestión de políticas
de salud. El Conselho Federal de
Farmacia, en la misma direc-
ción, reclama además de mayor
poder de fiscalización de sus pa-
res y fiscalización sobre las dro-
guerías y farmacias, empresas de
comercialización farmacéuticas
mayoristas e industrias farma-
céuticas; por otro lado los den-
tistas justifican sus demandas
exclusivas, alegando que difícil-
mente ejercerán eficazmente el
mandato de fiscalización del
ejercicio de la profesión, en tan-
to no obtuvieran mandato tam-
bién para punir a los infractores
de la ley de ejercicio de la profe-
sión. Ellos quieren “poder de po-
licía” para combatir el charlata-
nismo profesional (refiriéndose
a los prácticos). En estos tres ca-
sos se trata, en nuestra opinión,
de demandas de ampliación de
jurisdicción de auto-regulación
profesional (según entrevistas
con los Consultorios Jurídicos
de los Conselhos Federales de
Medicina (CFM) y Farmacia
(CFF), en setiembre de 1994 y
con el secretario ejecutivo del
Conselho Federal de Odontolo-
gía en octubre de 1995.

14. Girardi (1997).
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allá del crecimiento de la participación
de corporaciones multinacionales en
los mercados profesionales, las nuevas
instituciones o autoridades supranacio-
nales del régimen internacional —a
ejemplo de las Comisiones Internacio-
nales de los Parlamentos Comunes, de
las Cámaras Especiales de los merca-
dos comunes regionales (MCE, NAF-
TA, MERCOSUR), de los organismos
del sistema de las Naciones Unidas, de
los organismos financieros internacio-
nales, etc.—, constituyen hoy elemen-
tos significativos que actúan “sobre el
ambiente en cuyo interior las profesio-
nes existen, de los cuales obtienen apo-
yo o reciben desafíos, y a través de los
cuales reaccionan” (Orzack, 1992:43).
En el plano cultural el cambio en las
mentalidades representado por el mul-
ticulturalismo, por el aumento de los
movimientos migratorios internaciona-
les y la nueva hegemonía de las “políti-
cas de la diferencia” constituirían im-
portantísimos factores de contexto para
determinar mayor visibilidad para la ar-
ticulación y negociación, principal-
mente de las demandas de grupos pro-
fesionales minoritarios o de las llama-
das “profesiones menores”. Finalmen-
te, en el plano político, la llamada
“transición hacia las democracias”,
constituiría el tercer y más importante
factor de contexto en el escenario de la
regulación profesional y del trabajo
(Huntington, 1991). Los derechos de
igual participación política; la garantía
de derechos civiles, humanos y políti-
cos; la responsabilización de las élites
gobernantes y sobre todo la vigencia de
las “reglas” básicas del voto en eleccio-
nes periódicas y de la interdicción del
veto a las victorias oposicionistas, ca-
racterísticas básicas de las democra-
cias, condicionan tanto el tipo y formas
de negociación de demandas hechas
por los actores sociales y económicos
(como los diferentes grupos profesio-
nales y proveedores de servicios) al Es-
tado, como las legítimas respuestas del
Estado a esas demandas.

El contexto nacional de las re-
formas

A nivel del Estado nacional y del
proceso de formulación de las políticas
sociales es necesario notar la concomi-
tancia de esas demandas de cambio en

la regulación profesional y del trabajo
con otras dinámicas reformistas en cur-
so. Vivamos bajo la égida de múltiples
reformas institucionales, todas ellas
vinculadas a aquellas determinaciones
del régimen internacional señaladas.
Reforma Educacional, Reforma Labo-
ral, Reforma del Empleo Público, Re-
forma de la Seguridad Social, Reforma
Administrativa del Estado y, sobre to-
do, Reforma de la Salud. Pese a las es-
pecificidades de cada una de esas refor-
mas existe un punto común entre ellas:
la direccionalidad de conjunto que se
les quiere imprimir:

I la apelación a los mercados,
es decir, la preferencia por elecciones
descentralizadas, tomadas por agentes
más o menos autónomos, coordinados
en sus decisiones por los mecanismos
autorregulables de la oferta y de la de-
manda y de los precios —en detrimen-
to de la planificación centralizada, de la
oferta definida por las agencias centra-
les de los gobiernos—; 

II la apelación a la eficiencia, es
decir, la preferencia por arreglos que
optimizan la relación costo/beneficio
en detrimento, por ejemplo de arreglos
sobre beneficios que no corresponden a
ese tipo de ecuación y representan op-
ciones del pasado para aquellas regio-
nes o zonas de la economía caracteriza-
das por la existencia de fallas de merca-
do o para la producción de bienes pú-
blicos.

III la apelación a la flexibilidad,
es decir, la preferencia por arreglos
reemplazables, modulares, adaptables,
temporarios, etc. En detrimento de
arreglos institucionales de mayor dura-
bilidad temporal y con mayores “obstá-
culos” frente a ajustes más inmediatos.

Se puede decir que estos elementos
de direccionalidad también funcionan
como fuertes balizamientos para las op-
ciones básicas más posibles en térmi-
nos de rediseño institucional, de las es-
trategias de re-regulación y de desregu-
lación en los terrenos del trabajo y de
las profesiones.

El contexto más específico
de la reforma administrativa

La cuestión más específica de la re-
forma administrativa del Estado tal vez
merece mención especial como ele-
mento de contexto por el facto de que



55

Los dilemas de la reforma de la regulación del trabajo y de las profesiones de salud en la reforma del Estado

determina la viabilidad de la experi-
mentación de algunas “formas institu-
cionales” deseables o más adecuadas,
así como vetar o eliminar otras. Es im-
portante recordar, antes que nada, que
desde la perspectiva analítica que veni-
mos adoptan las instituciones modifi-
can las estructuras de oportunidades de
una manera general y dan forma al es-
pacio para el desarrollo más concreto
de las organizaciones.15 Entre nosotros,
la discusión sobre la necesidad de rede-
finición del papel del Estado y de las
estructuras institucionales básicas de
regulación social y económica —donde
podríamos incluir la cuestión de la re-
forma de la regulación profesional— se
ha colocado intensamente a partir de la
segunda mitad de los años ochenta y
estuvo asociada en su comienzos en la
identificación de una doble crisis: i) la
crisis fiscal y financiera definida por la
pérdida del crédito y por los niveles ne-
gativos de ahorro público y la crisis de
la deuda externa; ii) una crisis del mo-
do de intervención burocrático y plani-
ficador-interventor en el cual el Estado
concentraba y centralizaba funciones y
la operación de la administración está
caracterizada por la rigidez de los pro-
cedimientos y por el exceso de normas
y reglamentaciones. Un tercer elemen-
to, más explícitamente político de la
crisis fue ubicado por la transición que
nuestro país realizó en dirección a la
democracia representativa. Este último
factor apuntó hacia la necesidad de la
superación de las vías procedimentales
no democráticas en la conducción de
las opciones políticas e institucionales
públicas, pero de una forma un tanto
paradójica coincidió, como algunos au-
tores señalan con cierta ironía, con el
debilitamiento del movimiento sindi-
cal. Cuatro principios han sido apunta-
dos como “balizas” para el proceso
brasileño de reforma del Estado: i) la
orientación del orden económico hacia
los mercados, garantizando la compe-
tencia interna y creando condiciones
para la competencia internacional; ii) la
reforma de la seguridad social y de los
servicios públicos, así como la innova-
ción de los instrumentos de políticas
públicas y sociales; iii) la reforma ad-
ministrativa del Estado, de modo de ha-
cerlo más ajustado y fortalecido en su
papel de regulación y coordinación de
las políticas públicas (además de las

funciones más típicas de gobierno, aquí
se incluyen acciones en torno a la re-re-
gulación del trabajo, de la salud, de las
profesiones, de la educación, etc.); iv)
la necesidad de la institucionalización
de mecanismos procedimentales de la
negociación democrática entre gobier-
no y oposiciones, del fortalecimiento
de las instituciones de la sociedad civil
y del fortalecimiento de los mecanis-
mos de confrontación perfecciona-
miento de la opinión pública en la con-
ducción de las políticas públicas. Debe
observarse que no siempre se trata de
principios de fácil compatibilización,
produciéndose con mucha frecuencia
situaciones de disputa con la necesidad
de establecer permutas o mecanismos
de negociación política.

En Brasil, la propuesta gubernamen-
tal de reforma administrativa del Esta-
do diferencia cuatro sectores básicos en
el aparato del Estado: i) el núcleo estra-
tégico; ii) el sector de actividades ex-
clusivas del Estado; iii) el sector de ser-
vicios competitivos; y iv) el sector de
producción de bienes y servicios para
el mercado. La definición de estos cua-
tro sectores de acción del Estado, como
tipos ideales, presupone una especie de
división del trabajo en un continuum
entre Estado y Mercado. La idea es que
la participación del Estado disminuiría
desde iv hacia i. En ese continuum la
racionalidad política, medida por la
meta intermedia de la efectividad, fun-
cionaría en escala decreciente de i ha-
cia iv; al paso que la racionalidad eco-
nómica, medida por la meta intermedia
de la eficiencia, actuaría en escala de-
creciente de iv hacia i. Cada uno de es-
tos sectores del aparato del Estado esta-
ría caracterizado por formas organiza-
tivas (por ej. órganos y departamentos
de administración directa; agencias eje-
cutivas autónomas y agencias regulado-
ras; organizaciones autónomas y/o so-
ciales; empresas, etc.), relaciones de
propiedad (estatal, pública no estatal,
privada) y estilos administrativos o sis-
temas de gestión (burocrático, geren-
cial) más o menos propios e, inclusive,
determinantes de su clasificación y es-
tatus en el modelo propuesto.

En ese modelo, al sector estratégico
correspondería solo la propiedad esta-
tal y el formato de la administración di-
recta, de la burocracia estatal propia-
mente dicha. El sector de actividades 15. Cf. North (1993).
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exclusivas e indelegables del Estado,
donde se insertan en su mayor parte las
actividades del financiamiento del Es-
tado, de la Información y de la Regula-
ción, reclamaría también propiedad es-
tatal, pero en el formato institucional
de la agencia ejecutiva o de la agencia
de regulación. Para los sectores socia-
les competitivos, como educación y sa-
lud, entre otros, en los aspectos de pro-
visión, se reservarían formas de propie-
dad y gerencia más flexibles como es el
caso de las organizaciones sociales y
organizaciones autónomas. Es impor-
tante tener en mente que en este nuevo
modelo propuesto los formatos jurídi-
co-organizacionales autárquico y fun-
dacionales públicos son considerados
inadecuados en función de presentar si-
multáneamente problemas de gober-
nancia y flexibilidad. En ese sentido, se
propone que estas formas instituciona-
les transiten, según el caso, hacia una
de las dos nuevas formas instituciona-
les propuestas: las agencias autónomas
(reguladoras y ejecutivas) o las organi-
zaciones sociales. En líneas generales,
fundaciones públicas o autarquías que
actualmente prestan, por ejemplo, ser-
vicios de salud o servicios educaciona-
les, transitarían “idealmente”, en direc-
ción de la forma institucional organiza-
ciones sociales, al paso que aquellas
autarquías y fundaciones que ejecutan
actividades de regulación transitarían
hacia la forma institucional agencia au-
tónoma.

La pregunta que puede hacerse, en-
tonces, es cuáles serían en ese contexto
los formatos institucionales más ade-
cuados para la regulación profesional y
para la regulación del trabajo.

5. Algunas hipótesis
a guisa de conclusión

A partir de esta discusión se podrían
plantear algunas hipótesis sobre los for-
matos regulatorios y escenarios posi-
bles:

• las respuestas del Estado (tan-
to en el plano legislativo como en el
ejecutivo) a la multiplicidad de deman-
das rivales realizadas en la arena de la
regulación profesional y del trabajo de-
berán reflejar un balance entre los prin-
cipios de protección de lo público,
igualdad de tratamiento interprofesio-
nal, justicia en la relación de trabajo,

eficiencia y coordinación política, con-
diciones determinadas por el contexto
de democratización y globalización de
la economía. En el ámbito del ejecuti-
vo, la hipótesis de la formación de una
agencia para la regulación profesional,
que podría (o no) estar dentro de una
agencia que acumulara otras funciones
reguladoras (como la vigilancia sanita-
ria, de medicamentos, etc.) no se des-
carta. Entre las funciones atribuidas a
tal agencia estaría la cuestión de la
coordinación de la política del Estado
para las profesiones y la coordinación
estatal de los Consejos de Fiscalización
de las Profesiones convertidos en entes
autónomos de la sociedad civil. En el
ámbito del legislativo, el crecimiento
de las demandas de regulación/desre-
gulación etc. El campo de las profesio-
nes también parece exigir un tratamien-
to más sistemático de las cuestiones de
regulación profesional por cuerpos más
especializados.

• la globalización económica y
el crecimiento de la influencia de las
autoridades internacionales sobre los
campos sectorial de la salud y del ejer-
cicio de las profesiones (a ejemplo de
los organismos intergubernamentales
como el Banco Mundial y el BID,
OMS/OPS, OIT; de la corporaciones
transnacionales; de los mercados co-
munes regionales como el NAFTA, el
MCE o el MERCOSUR y sus organis-
mos, etc.) funcionan como factores de
estandarización y flexibilización de los
formatos institucionales de regulación
de las profesiones;

• las reformas sectorial y del Es-
tado, orientadas hacia la demanda y ha-
cia los mercados y el consiguiente cre-
cimiento de las preocupaciones geren-
ciales con costos, calidad y accesibili-
dad de los servicios de salud, son facto-
res de aumento de la visibilidad de la
cuestión de la regulación profesional y
del trabajo y presionan en favor del
ablandamiento de los tipos de regula-
ción profesional (formas y procesos de
regulaciones menos restrictivas y hasta
incluso desregulación) y de la flexibili-
zación del modelo institucional de re-
gulación, a través del establecimiento
de la representación más amplia de los
intereses comprometidos; 

• el surgimiento de nuevas tec-
nologías propedéuticas y terapéuticas
en el sector salud y la consiguiente
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creación de nuevas especializaciones,
contribuye para el aumento de las de-
mandas y el carácter más restrictivo de
la regulación ocupacional en salud;

• la articulación de nuevos gru-
pos de interés vinculados al ejercicio
de las profesiones de salud y al trabajo
o, de manera más genérica, el creci-
miento de la organización de intereses
en el sector de las ocupaciones y profe-
siones de salud, son factores que jue-
gan en favor del aumento de la deman-
da por nuevas regulaciones profesiona-
les y ocupacionales, del surgimiento de
regulaciones más restrictivas y de la
defensa de sistemas institucionales de
autorregulación profesional;

• los distintos actores que parti-
cipan de la arena de la regulación pro-
fesional y laboral en el área de la salud
formulan demandas diferentes y en el
límite incompatibles; las profesiones
de salud establecidas reclaman la ex-
pansión de jurisdicción de la autorre-
gulación; ocupaciones no reglamenta-
das reclaman justicia entre las ocupa-
ciones e igualdad de participación en
los merados de trabajo; gerentes de ser-
vicios y gestores públicos demandan
regulaciones más flexibles en nombre
de la eficiencia y mayores márgenes de
gobernancia profesional; el público de-
manda mayor control sobre las profe-
siones;

• la multiplicidad y diversidad
de las demandas realizadas por los di-
ferentes actores que participan del pro-
ceso regulador y la inexistencia de cri-
terios objetivos, imparciales y de apli-
cación incondicional que pudieran ser
convocados para arbitrar sobre deman-
das rivales, en un contexto de democra-
tización, apuntan hacia la necesidad de
buscar soluciones “negociadas” y hacia
la institución de “contrapesos” en el
sistema regulador en el sentido de aten-
der demandas legítimas. Aumenta la
preferencia de los agentes oferentes de
regulación por la adopción de estrate-
gias de tipo mix regulatorio en la orien-
tación de los procesos de reforma de la
regulación profesional;

• el contexto de transición histó-
rica, marcado i) por la globalización y
la expansión de la influencia de autori-
dades del régimen internacional, ii) por
la transición política hacia la democra-
cia y por la legitimidad creciente de las
políticas de la diferencia; iii) por la re-

forma de las estructuras del Estado,
condiciona las demandas y la oferta de
regulaciones profesionales como bien
indican las formas institucionales de re-
gulación más viables.
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